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El Catastro 
y el principio del beneficio 
Un enfoque contextual de las tasas 
por inscripción y acreditación catastral 

La eficiencia y el principio 
del beneficio 

F uerza es reconocer que desde hace 
unos años, cuando el modelo de re­
forma tributaria instaurado en España 

con la naciente democracia comenzó a 
manifestar síntomas de obsolescencia por 
sus dificultades para embarrancar el défi­
cit y atajar la inflación, inhibir el fraude y 
estimular el ahorro -que son condiciones 
imperiosamente exigidas por los procesos 
de desregulación e internacionalización de 
la econom ía- han ido recobrando crecien­
te actualidad los postulados normativos 
basados en los objetivos de eficiencia en la 
asignación de recursos, como complemen­
to de los de distribución y equidad. Ama­
rillean desde mediados de los 80 los ful­
gores de las teorías de Simons que 
propugnaban una imposición basada ex­
clusivamente en el tributo personal y pro­
gresivo, sintético y sobre una amplia base, 
al tiempo que rechazaban unos impuestos 
tan extendidos hoy como el que recae so­
bre el volumen de ventas o los beneficios 
de las sociedades. 

Jesús S. Miranda Hita 
Inspector de los Servicios de Economía y Hacienda 

Inspector de Finanzas del Estado 
e Interventor-Tesorero de Adm inistración Local 

La búsqueda de la eficiencia en los paises 
de economía avanzada, a remolque de la teo­
ría de la Imposición Óptima, cuyas raíces se 
hunden en el orbe clásico y neoclásico, im­
pulsa una suerte de cambio fiscal silencioso 
- vieja idea adquirida y patentada en la in­
fancia de nuestra centuria por Don Antonio 
Flores de Lemus- que persigue las bajas elas­
ticidades-renta, los lugares donde el tributo 
puede entrar sin por eso alterar la condue­
la racional de sus ocupantes. 

Apareja este proceso el renacimiento de 
un antiquísimo principio -fue el príncipe 
de la Administración financiera medieval, 
según nos recordó Gerloff- que, en mi opi­
nión, resultó injustamente denostado hasta 
casi el olvido en los primeros años de nues­
tra ConstLLución, quizá porque ella misma 
lo ocultó tras otros de más ambicioso pro­
pósito -dado que, en el fondo, modestas 
son las aspiraciones fiscales del que invo­
co- o quizá porque la percepción y valora­
ción social del anhelo redistribuidor eclip­
sara cualquier otro resplandor menos 
decidido. También, es cierto, su decaden­
cia histórica no es un fenómeno reciente, 
sino que enraiza en el final del ancien régi-
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me, puesto que, en palabras de Fuentes 
Quintana (1) la estructwacion del sistema tri­
butario moderno a partir de la Rcvolucion 
francesa (._.) asienta bcmcamente los ingresos 
publicas sobre la 1mposic1cí11 y esa tendencia 
se acemuó aún mas con el Estado del Bic-
11cstar, en el que las tasas atenderán más a 
lo que Tawney denominó la estrategw del 
servicio público (la regulación de la deman­
da) que al tradtctonal fin financiero. 

En cualquier caso el principio del benefi­
no -o, desde otra perspecuva, el de provo­
cación de costes o gasto- sigue y seguirá sien­
do un criterio valido de repano de nenas 
cargas públicas. Se puede emender, com­
paru r y desear que la mayoría de las fun­
ciones del Estado sean atendidas por el es­
fuerzo colectivo, parucularmente las que se 
desenvuelven en el campo de los bienes pú­
blrcos y preferentes (producidos uti universi), 
los que ya sistematizó Smith y los que acu­
ñó el Welfare State -que, no se olVJde, no es 
htJO de revolución m de planificador ocu­
rrente alguno, sino más bien, por paradóji­
co que aparente ser, de las guerras y de las 
cns1s económicas, tras las que el gasto pú­
blico quedó atrapado por mor del efecto 
trinquete identificado por Peacock y Wise­
man-, pero es improbable que los ciudada­
nos de hoy apoyen, o simplemente nrnes­
tren indiferencia, ame la hipótesis de que 
el gasto ocasionado al Ayuntamiento cuan­
do se deja mal estacionado el coche, o el 
que se irroga al Catastro cuando se solicna 
una copta de onoíotografía (o, verdadero 
exousmo, el provocado por la recogtda de 
algas y sargazos -Decreto de 26 de febrero 
de 1960-) sea sufragado entre todos. Los 
ejemplos amenores pretenden poner de 
manifiesto o, s1 se quiere, provocar la reíle­
x1ón de que existe un conjunto de servicios 
públicos cuya ofena dista de proporctonar 
una mejora en la función de bienestar 
social tal que se JUStifique su financiación 
colectiva, frente a la opción de hacer recaer 

(l) FUENTES QUINTANA, E Hacienda Publi­
<a , Madnd. 1973 
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sobre el usuano o consumidor el coste 
correspondiente. Además -hoy en primer 
plano-, está también el denominado prn­
blema del usua1io gratuito (free nder pro­
blem). que los hacendistas han detectado 
como fruto cieno y jugoso de la ilusión fis­
cal provocada por el sencillo hecho de d1s­
f rutar del benéfico bálsamo del gasto pu­
blico sin que se nos sea presentada factura 
alguna ni demandado óbolo que la cance­
le. Embridar ese gasto es cosa de nuestro 
principio, como también corren a su cargo 
las externalidades negativas -sensiblemen­
te, la contaminación- cuyos devastadores 
efectos no se deuenen ante las Hamadría­
des. sólo pueden combaurse si se internal1-
zan en la cuenta de resultados de sus pro­
ductores y, al cabo, en el peculio de los 
consumidores de bienes cuya provtstón las 
provoca. 

Es sabido, por evideme y consustancial 
a la naturaleza humana, que Ja demanda de 
bienes y serv1c1os (gratuitos) puede crecer 
tanto cuamo esté dispuesta a hacerlo la 
oferta, mientras que la uulidad marginal 
que procure no sea nula o negativa. El pro­
blema, claro está, se plantea cuando el cos­
te ha de ser atendido por la colectividad, ya 
sea mediante impuestos generales o con el 
auxilio de la inílactón, que es el más gene­
ral ineficiente e tnJUSto -y mejor emboza­
do- de los tributos. El resultado puede ser, 
en tal caso, arduamente previsible y even­
tualmente inaceptable: imagínese el lector 
la hipótesis -no necesariamente de labora­
torio- de un municipio vecino o lejano, 
cuyo Ayuntamiento ha decidido no impo­
ner cargos directos a los usuarios de los 
principales servicios municipales (agua, re­
cogida de residuos urbanos, etc.), al tiem­
po que tiene comprometidos sus restantes 
ingresos tributarios en otros menesteres, 
ptense ahora en el tmporte de lo que pagó 
en la última autoltquidac1ón del Impuesto 
sobre la Renta o en lo que cotidianamente 
satisface por el que grava el valor añadido 
y, para terminar, agregue el proceso de cál­
culo de la participación de nuestro Ayunta­
miento en los ingresos del Estado. Cuando 



menos. sentirá una fna desazón La res­
puesta, o más bien, la conclusión. nos la 
ofrece con prístina clandad) honrosa mo­
cleslla E111m1d1 (2): es preferible lww pagar 
al usua110 poco mas hicn que nada, porque 
quien 1cubc una rnsll gralwlamentc no se prc­
ocupll ele limila1 d ((JlbU1110; los e'.\cesos y 
aun todo lo consumido recaer<1n inexora­
blemente en los demas. probablemente en 
forma micua y cienamcme obligando a m­
crememar los t:fellos n·nla y suslltudon de 
las figuras 1mposn1vas a las que deba acu­
dirse para taponar la brecha. 

As1 Juega en el ten-eno de la eficiencia el 
pnnup10 del beneficio o coste. Cuando se 
demandan bienes o scrvicws divisihles (pro­
ducidos ul1 singull), para los que cabe mdi­
v1duahzar el coste y que no formen parte de 
las preferencias colectivas -reveladas a tra­
vés del mercado pohuco o, como propug­
nan los defensores del Cambio Fiscal Volun­
tcmo, me<liame la constitucionahzación de 
los limites del Estaclo-Lcvialan (Brc1111an v 
Budwnan)-, es posible detener el avance d-e 
las leyes de Wagner )' de Say. al menos en lo 
que toca a las acuvidades que, en un con­
texto histórico determmado, se preseman 
como esencialmente producidas en benefi­
cio de ciudadanos concretos y sin una sig­
rnficauva uulidad comun. ya sea ésta eco­
nómica o moral, por mucho que siempre 
pudiera ser apreciable alguna extc1 nlllulad. 

En palabras ele 8nli111 (3), las tasas -y 
habría que añadir también los prec1os-
11accn en rclaci1in a (. ) un serv1c10 publico 
prestado en intacs del pai Llwla1 v no de la 
entna colectividad, aunc¡ue sea 111d1rcctwnc11-
te ulll a ésta. De hecho, siempre que pueda 
observarse una ciena cuota de uuliclad 
colectiva en la prestación de un servicio en 
pnnc1pio mdividualrzable, es natural y ló­
gico no repeti r sobre el usuario direcLO el 
coste de aquélla -y no por otra razón, se-

(2) El1\ACDI, l Pnnd¡no~ de Hallrnda Pubhrn. 
Agu1lar, Madnd. 1992 

(3) BF.RLIRI, A Pnnc1p1 d1 d111rw lnbutario, 
G1uffrc, Milán, l 972 

Jesus s. M1RANDA 

gun enuendo, puede apresurarse en su au­
'.\1ho el conjunto de la sociedad-. )'ª que 
subyace al pnncipto que nos ocupa el de 
JListiull conrntita/1va o de cqwvalcncia de 
¡ncstacwncs (do ut des). Pero. en todo caso, 
exigir el pago al usuano de la parte del ser­
vicio que él mismo enteramente patnmo­
ntahza o disfruta no supone smo una 
medida de equidad y de salubridad presu­
pucstana, en cuanto que se hacen plena­
mente visibles, en unidad de acto, el debe 
¡ el haber de las cuentas públicas. atnbui­
dos ambos a quien los causa y solventa. lo 
que -salvo que estu\·iésemos en presencia 
de servicios esenciales y/o de demanda 
muy ng1da, caso en el que urgina adoptar 
la opción favorable a otras pautas de íinan­
c1auón- permite moderar y racionalizar la 
provisión pública de los bienes o sernc10s 
de que se trate 

¿Beneficio versus capacidad? 
Empero, el papel de nuestro pnncipio 

en las sociedades avanzadas no puede ser 
magntficado, pues la misma composición 
de los mgresos p resupuestanos ( 4) y la es­
tructura func ional de l gasto público (5) asi 

(4) Segun los datos sohrc la e_¡ecuuon dd Presu­
puc<.10 de Ingresos del Estado de 1996 puhh.:ados 
por la Intervención Gcncrnl de la Adm1111Strauon del 
Estado, los derechos rcconoc1dos netos co111,1h1hza­
dos en el Cap11ulo llI se ufraron en 491 301 millones 
de pco,cta5, de los rnales 77 289 corre-.pondcn a ta­
sas, 2 3 598 a preCJO'> puhhcos, 2 5. 131 ,1 rema de b1c­
ne,, 2Q 216 a reintegros)" 332.823 a otros concepto> 
Por rnntra. los dcm;ho, imputado::. al Capitulo 1 (im­
puestos directos y collzac10ncs sociales) ascendieron 
a 7 215 78-t n111lones, en tanto que los impuestos 111-
chrectos proporcionaron 5 936 millardos 

(5) Las obhgacl\)ncs reconocidas durante 1 996 
con cargo al Presupuesto de gastos dd E,t,1do, segUn 
la m1sm.1 fuente cuada en la nota .mtcrior. ascendie­
ron a 22 020 489 m1lloncs de pesct.is H 29% co­
rresponde a deuda puhhca, el 40% a t ran<,fcrenc1as. 
>'ª sea 1111cmas o a otras ad1111111strac10ncs, el 12, 1 % a 
producuon de bienes puhhcos de c.:aracter sooal o 
econon11co. el 6,3% ,1 defensa. protección c1\1l y se­
guncfad ciudadana. el 6,7% a segundad, protccc1on }' 
promoc1on social, y el resiante 5,9% a h1s demas fun­
CJoncs (scr.K1os gcncr.1ks y regulación económJCa). 
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lo desmienten. Para Buchanan, y para el 
concepto mismo de impuesto - prestación 
sin contraprestación- el principio del bene­
ficio resulta extraño a esa estructura (reflejo 
desnudo y elocuente exégeta, al fin, de la 
ideología dominante), razón por la que re­
chaza el quid pro cuo individualista subya­
cente en aquél. En efecto, si el Estado 
renunciase a la provisión pública de «redis­
tribución», o quedaría reducido a la gris 
esencia decimonónica o cabría plantearse si 
no resulta cueslionable su propia subsisten­
cia, cuando menos por meras razones de 
eficiencia. El que ésa situación sea inimagi­
nable, sin embargo, no permite impugnar 
in tolo una técnica de reparto de ciertas car­
gas públicas cuya propia longevidad y casi 
pnmavera\ presente y futuro la acreditan; 
siempre, claro está, que no se pretenda ha­
cer, con ella, de morrión celada. 

Desde luego, el principio de capacidad 
económica es el que consagra el artículo 31 
de la Constnución de 1978, y éste es el rec­
tor de la política tributaria. Pero se trata de 
un criterio visible ya en nuestro ordena­
miento desde que resonaron los primeros 
ecos de la Revolución Francesa en el Cádiz 
de 1812, y que ha atravesado toda la histo­
na del constnucionalismo (1845, 1869, 
1876, 1931), pasando también al Fuero de 
los Españoles, en pacífica convivencia con 
el de beneficio. Rectamente entendidos, no 
hay ni puede haber oposición entre ellos 
pues, a decir de González García (6), la ca­
pacidad es un elemento necesa1io, pero no su­
ficiente para la tasa. Lo que la Constitución 
quiere, según este autor, es que la tasa, 
como prestación patrimonial de carácter 
público y naturaleza coactiva (tributaria), 
se exija en presencia y constatación de la 
capacidad, sin cuyo concurso sería ilegíti­
ma, mas no por eso excluye la apreciación 
del otro elemento, en este caso decisivo, 
por cuanto que mientras el concepto de 

(6) AA.W. Comentarios a la Ley General Tributa-
1iay li11ea> para su ref01ma, lnslltuto de Estudios Fis­
cales, Madrid, 1991. 
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impuesto se colma con aquélla el de tasa 
precisa de una actividad de la Administra­
ción especialmente rderida al llamado asa­
tisfacerla, -no en vano, aíirman Cortés Do­
minguez y Martín Delgado (7), la tasa se 
define por el elemento objetivo <le\ hecho 
imponible (la prestación o actividad públi­
ca)- de suerte que en su ausencia el tribu­
to percibido ha de ser devuelto, como ten­
dremos ocasión de exammar. 

Además de esa capacidad mínnna 
-substrato de legitimidad- de que habla 
González García, las normas vigentes no 
han descuidado, por otra parte, la adver­
tencia expresa de ordenación de las Lasas de 
acuerdo con índices de capacidad. Pnmero 
en la Ley Reguladora de las Haciendas Lo­
cales (Para la determinación de la cuantía de 
las tasas deberán tenerse en cuenta criterios 
genéricos de capacidad económica de los suje­
tos obligados a satisfacerlas, art. 24.3) y des­
pués en la de Tasas y Precios Públicos (En la 
fijación de las tasas se tendrá en cuenta, cuan­
do lo permitan las características del tributo, la 
capacidad económica de las personas que de­
ben satisfacerlas, art. 8), se impone a las cor­
poraciones locales y a las demás jurisdic­
ciones fiscales una determinada pauta de 
reparto del coste de los servicios o bienes 
producidos, que trae causa del artículo 31 
de la Constitución y que neutraliza así el 
riesgo de antagonismo en que pudiera in­
cunirse, aunque - a qué negarlo- el funcio­
namiento práctico de ese mandato ha 
prohijado no pocas ni menos pintorescas 
extravagancias (a fin de cuentas, a lo más 
que puede aspirar cualquier índice aislado 
de capacidad -categoría de la calle en que 
se vive o comercia, hoy muy en boga, o el 
número de ventanas disponibles en las vi­
viendas, usado por la contribución territo­
nal de la Francia revolucionaria- es a un 
pálido reflejo de una mera presunción de 
ella, pues la misma no puede ser troceada 

(7) CORTÉS DOMINGUEZ, M y MARTIN DEL­
GADO, j.M .. Ordenamiento Tributano Espanol, Civ1-
tas, Madnd, 1977. 



como mercadería a granel sino que, para 
que adquiera su verdadero sentido en or­
den al paradigma de justicia tributaria, ha 
de ser observada y estimada globalmente 
con referencia al sujeto del que se predica). 

Precios y tasas 

Queda dicho: prestación o actividad es, 
en efecto, la nota distintiva de los tributos 
en cuyo seno se acomoda el principio del 
beneficio (tasas y contribuciones especia­
les), así como la también propia de los pre­
cios públicos o privados. Está presente, si 
se me permite una apretada síntesis de la 
historia reciente de las tasas, en el art. 435 
del Texto Refundido de la Ley de Régimen 
Local de 1955, que autorizaba su percep­
ción por la prestación de servicios que benefi­
cien especialmente a personas determinadas o 
se provoquen también especialmente por ellas, 
mientras que la Ley de Tasas y Exacciones 
Parafiscales de 1958 las legiumaba como 
contraprestación de un servicio público (. . .) o 
una actividad (...) que afecte de modo particu­
lar al obligado y, más sistemáticamente, la 
Ley General Tributalia de 1963 incluía la 
condición de que uno y otra se refiera, afec­
te o beneficie en similar modo al sujeto pa­
sivo. De aquí, se siguen las redacciones 
prácticamente idénticas del Texto Refundido 
de Tasas Fiscales de 1966, la Ley 4111975, de 
Bases del Estatuto de Régimen Local, el 
Real Decreto 3.25011976 (ingresos locales), 
la Ley 3911988 (Haciendas Locales) y, por 
fin, la Ley 811989, de Tasas y Precios Públi­
cos, la Ley General Tributaria -reformada 
en este punto por la de Tasas recién citada­
y la Ley Orgánica de Financiación de las Co­
munidades Autónomas (en sus distintas ver­
siones: Leyes Orgámcas 811980, 1/1989 y 
311996). 

En cuanto a los precios, el cimiento 
como hemos dicho es el mismo, ya que su 
diferencia con las tasas hay que rastrearla 
más en la vertiente formal que en la sustan­
cia económica. Ambos institutos son jurídi­
camente obligaciones y económicamente 
contraprestaciones; el uno, la tasa, es pro-

JESUS S. MIRANDA 

dueto de la Ley y el otro, el precio, nace ex 
contractu, pero los dos precisan el mismo 
detonante: el de la oferta individualizable. 
De ello ya advirtió Giannini y se hace eco la 
Exposición de Motivos de la Ley de 1.989, 
habiendo tenido ocasión el profesor Ferrei­
ro (8) - al comentar las sutiles fronteras que 
los separan y, en especial, las notas de obli­
gatonedad en la solicitud o recepción y de 
no concurrencia con el sector privado en la 
prestación, que según la Ley General Tribu­
tana y la de Tasas y Precios Públicos carac­
teriza a aquéllas (9)- de señalar la futilidad 
del distingo: Tal limitación -dice- no afecta 
al concepto de tasa, pues resulta evidente que si 
el Estado a través de una Ley, que no está en 
ningun caso condicionada por leyes ordinarias 
anteriores, establece un tributo, cualquiera que 
sea la denominación (canon, exacción, dere­
cho, precio publico, etc.) que le aplique, por la 
prestación de un servicio o la realización de 
una actividad que beneficie o afecte de modo 
particular al sujeto pasivo, tal tributo partici­
pará de la naturaleza de la tasa, sea o no obli­
gatoria la solicitud o recepción del servicio, sea 
o no concurrente la actividad con la actividad 
del sector privado. 

(8) FERREIRO LAPATZA, J.J.· Curso de derecho 
financiero espanot, Marcial Pons, Madnd, 1995 

(9) Debe adverurse, no obstante, que la Ley Or­
gamca 311996, de 27 de diciembre, ha incorporado 
ya a la de Financiación de las Comunidades Autó­
nomas las matizaciones a ambos condicionantes im­
puestas por la Sentencia del Tribunal Const1tuc10nal 
de 14 de diciembre de 1995 Asi, el de •solicnud o 
recepcion obligatona» se ha transfom1ado en que el 
servioo o la acnvidad «no sean de solicitud volun­
taria•, considerandose que no lo es cuando venga 
impuesta «por dispos1c10nes legales o reglamema­
nas» o, en todo caso, «cuando los bienes, servic10s 
o acuvidades requeridos sean imprescindibles para 
la vida privada o social del solicitante», por su par­
te, el cnterio de no concurrencia con el sector pri­
vado adquiere ahora un senudo puramente fácuco 
(«que no se presten o realtcen por el sector priva­
do»), por lo que ya no es exigible que el serVJcio o 
acuvidad implique la intervenc1on en la actuación 
de los paniculares o cualqmer otra forma de auton­
dad y resulta indiferente que este o no declarada la 
reserva de aquélla a favor del sector publico 
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Sin embargo, tras la Sentencia del Tribu­
nal Conslltuuonal de 14 de diciembre de 
1995, el catalogo de nomen 1uns aplicables 
se ha v1sto ampliado por efecto del Real 
Decreto Ley 211996, cuyo propósito decla­
rado fue el de ciar cobertura legal (al ampa­
ro del articulo 86 de la Constttución y te­
niendo en cuenta que en el momento de su 
promulgación se hab1an disuelto las Cortes 
por virtud del Real Decreto l /1996, lo que 
hacía inviable la tramitación urgente de 
una nueva Ley) a unas prestacwnes coacll­
vas que el intérprete supremo de la Norma 
Fundamental acababa de expulsar del or­
denamiento por infracción de la reserva de 
Ley formal consagrada en el an. 31.3 de 
aquélla, los precios públicos aprobados 
conforme a la Ley 8/1989, los cuales llá­
manse ahora prestaciones pc.1trimo11iales de 
carácter publico sin por eso perder su ape­
lativo original, mouvo por el que conllnú­
an distinguiéndose formal y procedimen­
talmente de las tasas en la medida en que, 
como afirma el artículo l del decreto-le}. 
los obligados al pago y los demás elementos 
que wnfiguian las distintas prestaciones patn­
monrales scnm los previstos en la nonnalivc.1 
vigente el 12 de enero ele: 1996, normauva 
que se contiene en el THulo lll de la Le¡ 
811989 > en las órdenes mmistenales <..hc­
tadas en uso de la autonzación dada por el 
tercer aruculo de aquél. 

La aplicación catastral de 
los cargos directos a los 
usuarios. Antecedentes 
recientes 

A propósllo, el Catastro uene ya a estas 
alturas --excusará el lector, por anacróni­
co, remontarnos a las v1eps tasas exigidas 
por el Instituto Geográfico y Catastral 
(Decreto de 21 de abnl de 1960)- una 
cierta tradición en la aplicación de la Ley 
de Tasas y Precios Publicas de 1989 
Arrancando del artículo 19 del Real De­
creto l. 47711989 (derogado por el Real 
Decreto 1 72511993), que autorizaba al 
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entonces organismo autónomo Centro de 
GesMn Cc.11astral y Coopera<.ión Tnbutana 
la venta de la información de su produc­
ción, la Orden de 16 de octubre de l. 990, 
sólo seis meses más ¡oven que la Ley de 
Tasas, reguló por primera vez los preuos 
que habría de percibir el Centro por c.l1cha 
actividad. Más tarde. cuando la Ley Orgá­
nica 5/1992, de tratamiento automatizado 
de datos e.le carácter personal, y la Ley 
30/1992, de procedimiento y régimen JU­
rídico-admm1strat1vo, habían establecido 
unas nuevas coordenadas de conducta en 
relación con los datos que sobre la mum1-
dad o privacidad de las personas c.l1spone 
la Administración, el Real Decreto 
1.485/1994, de 1 de ¡ulio, vino a regular 
de nueva planta los requisitos de acceso y 
de distribución pública de la información 
contenida en los Catastros inmobilianos, 
hoy vigentes, y a resultas del cual se apro­
bó la Orden de 13 de octubre de 1.994, 
por la que se fijaron los nuevos precios (y 
productos) que en adelante cobraría (y 
vendena) el Catastro El resto de la pri­
mera parte de esta histona es ya conocida. 
los preuos publicas de los productos del 
Catastro adquirirían la consideración de 
prestc.1cw1us pallimonialcs de carncte1 publi­
co por chsposición del Real Decreto-Ley 
211996 manteniéndose vigente, no obs­
tante, la Orden de 1994 

Las Tasas por inscripción 
y acreditación Catastral 

Un nuevo y contundente paso en la 
progresión del prmc1p10 del beneficio o 
provocación de costes lo ha constituido la 
Ley 13/1.996, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Admmistrauvas y de 
Orden Social. Basta para asegurarse de ello 
constatar que esta Ley actualiza o crea 
hasta un total de vcmt1un grupos de tasas, 
cánones o prestaciones patrimoniales de 
carácter publico, entre las que nos interesa 
ahora comentar las nuevas tasas por 
inscripción y acrednac1ón catastral (en 
adelante, T.l.C. y T.A.C..., respecuvamente) 



Hecho imponible 
De la enumeración, más didáctica que 

imperativa, contenida en el artículo 13 de 
la Ley de Tasas y Precios Públicos, el legis­
lador ha optado, a lo que parece, por aco­
gerse a las rúbricas de expedición de certifi­
cados o documentos a instancia de parte y de 
inscripciones y anotaciones en Registros oficia­
les y publicas para dar forma a las nuevas ta­
sas catastrales, aunque bien es verdad que 
la relevancia práctica y jurídica de ese en­
casillamiento es nula. Lo cieno y relevante 
es, rectius, la delimitación del hecho impo­
nible que realiza el artículo 33. Tres de la 
Ley 1311996, que, apartándose de la litera­
lidad transcrita, configura el elemento ma­
terial del presupuesto de nuestros tributos 
en los siguientes términos. 

La tasa de inscripción catastral 

Para la T.l.C., la realización (. . .)a petición 
de parte, de la inscripción en los Catastros In­
mobiliarios Rústicos y Urbanos de los actos 
que el Real Decreto l. 44811989, sobre de­
sarrollo del artículo 77 de la Ley 3911988, 
define como alteraciones de orden físico, 
económico o jutidico concernientes a los 
bienes inmuebles, o, lo que es lo mismo 
hoy por hoy, la incorporación al Catastro, 
rogada, de los actos, negocios o hechos con 
transcendencia a efectos del Impuesto so­
bre Bienes lnmuebles que obligatoriamen­
te han de ser declarados por los sujetos pa­
sivos del tributo municipal, según nos 
informa el artículo 77.2 de la Ley Regula­
dora de las Haciendas Locales. ¿Por qué, 
entonces, ha preferido la Ley 1311996 
transcribir, casi punto por punto, los su­
puestos de alteración en lugar de remitirse 
sin más a este precepto o a su desarrollo re­
glamentario? Creo, para empezar, que efec­
tivamente resulta más respetuoso con el 
principio de reserva de Ley el camino se­
guido, aun a costa de la reiteración en que 
se haya podido incurrir; pero, además, 
puede descubrirse una razón de fondo, 
cual es que la petición de inscripción 
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catastral no tiene por qué provenir ineluc­
tablemente del sujeto pasivo del LB. l., sino 
que puede emanar también de cualquier 
otro interesado, entendiendo por tal, natu­
ralmente, cualquiera que conforme al 
artículo 31 de la Ley 30/1992 ostente inte­
reses legítimos en orden a la regularidad 
del Catastro, lo que hace que, por defini­
ción, no todas las solicitudes de insctipción 
deban ser tenidas, simultánea e insepara­
blemente, por declaraciones tributarias. El 
hecho de que el Real Decreto 1.448/1989 
autorice al transmitente de un inmueble, si 
bien como único ejemplo, a declarar el 
cambio de titularidad dominical es ya un 
indicio de cuanto sostengo, sin perjuicio 
de que, en mi opinión, sólo impropiamen­
te puede hablarse de «declaración» en tal 
supuesto, dado que la declaración no es 
sino una obligación accesoria de todo suje­
to pasivo (artículo 35 L.G.T.), que no pue­
de ser suplida por la actuación autónoma 
de un tercero del todo ajeno a la relación 
jurídico-tributaria, cual es quien, precisa­
mente por virtud del acto o negocio trans­
misorio, ha sido excluido de la órbita del 
tributo inmobiliario; en otras palabras, la 
mal llamada «declaración» del tercero no 
exime al contribuyente de hacer lo propio, 
según le obliga el artículo 77 de la Ley ma­
triz y, sin embargo, a los solos efectos de 
eludir posteriores exigencias - normal­
mente ilegítimas, es cierto- de responsa­
bilidad tributaria, y de evitar, en su caso, 
perjudiciales consecuencias de una publi­
cidad de titularidad catastral errónea, el re­
glamento de las declaraciones del l.B.I. 
acogió, con buen propósito pero desafortu­
nado acomodo, la posibilidad de «declara­
ción» (digámoslo de una vez, mera comu­
nicación, noticia o, a lo sumo, denuncia) 
practicada por persona ajena al hecho im­
ponible. 

Salvando lo anterior, en el análisis del 
presupuesto de hecho de la T.l.C. importa 
destacar los tres elementos constitutivos si­
guientes: en primer término, es precisa la 
solicitud de inscripción catastral; en segun­
do lugar, la insc1ipción debe referirse a uno 
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de los acLos, negocio o hechos Lasados le­
galmenle, en Lercero y úlumo, la anolación 
caLasLral debe ser efecllvamente practicada 
para que se produzca el hecho gravado y, 
con él, nazca la obligación de contribuir ex 
artículo 28 de la Ley General TribuLana. 
Anahcémoslos con algún delenimiento 

La exigencia de peuc1ón ha de entender­
se previa a la realización de la inscnpc1ón, 
LOda vez que si ésla se hubiera ya pracuca­
do no sólo habría de ser aquélla deseslima­
da, por tardía e inocua, sino que no sena 
factible dar cumplimiento a lo verdadera­
menle esencial del tribulo, la prestación 
del servicio de inscnpc1ón. Siendo esto ob­
vio, no resulta Lan claro el caso de una pe­
tición presentada cuando, por virtud de un 
expediente de mvesugación seguido por el 
órgano inspector, se encuentra en tramita­
ción una inscripción ex oficio. Vanas son, 
en princip10, las soluciones imaginables a 
tan panicular cuestión a) entender auto­
máucamente suspendido el proced1m1ento 
de inscnpción y de gesuón catastral del 
l.B.l. iniciado con la declaración del sujelo 
pasivo, por preexistencia del de inspec­
ción, con lo que la mscnpción no se llega­
ría a pracucar, así, a instancia de parte y, 
por tanto, no se realizaría el hecho imponi­
ble; b) suspender, por el contrano, el pro­
cedimiento de invesugación, procediendo 
a inscribir lo pedido; c) acumular ambos 
expedientes, adoptando una resolución co­
múnmente eficaz. 

51 tenemos en cuenta que la hasta ahora 
denominada petición se subsume, en la ma­
yoría de los casos, en una declaración tri­
butaria cuyo efecto no queda limnado, así, 
al previsto en el artículo LO 1 de la Ley Ge­
neral Tribularia (iniciar el procedimiento 
de gesLión) sino que, por disposición de la 
Ley de creación de la tasa, apareja también 
el de princ1p1ar el materialmente inescindi­
ble pero conceptualmente diferenc1able 
procedimiento de inscnpc1ón catastral -por 
poco que sepamos de él, fuera de las nor­
mas reguladoras del impuesto inmobilia­
rio-, hemos de considerar a un tiempo que 
el Reglamento General de la Inspección de 
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los Tributos (Real Decrelo 939/1986), de 
un lado, ordena que las acLuaciones ins­
pectoras deberán prosegw r hasta su te1 mma­
ción (art. 31.1) y, de oLro, impide que las 
declaraciones presentadas por el sujeto pa­
sivo con poslerioridad al inicio de las ac­
tuaciones de comprobación o invesugación 
tengan la eficacia que en principio les atri­
buye el mentado articulo 101 L.G.T., con 
lo que no nos quedará más remedio que re­
conocer que si por algún cauce puede 
prosperar la pretensión del interesado, éste 
no es olro que el de la pura inscripción, sin 
que tenga aquélla eficacia alguna como de­
claración del l.B.l. 

Quiere con esto decirse que, vedado el 
paso a la veruente estrictamente declarali­
va del documento presentado extemporá­
neamenle por el sujeto pasivo del l.B.I , no 
hay razón para negárselo a la función peu­
toria que indisolublemente reúne aquél, 
con lo que nos encontraríamos con dos ex­
pedientes concurrentes (el de peución de 
inscnpción y el de invesugación fiscal), en 
la medida en que ambos tienen por objeto 
la inscripción en el Cataslro -registro ofi­
cial y publico y, a la vez, fuente de la que se 
nutre el padrón del I.B.l - de un dclermi­
nado acontecimiento 1urid1co. Procedería, 
entonces, s1 nos alenemos al artículo 73 de 
la Ley 30/1992 -aplicable al caso segun la 
genérica remisión contenida en la disposi­
ción adicional 5.ª de la Ley procedimental 
y en los arllculos 9.2 de la Ley General Tn­
bulana y 3.2 del reglamento inspector- la 
acumulación de ambos expedientes, para 
adoplar asi la resolución que a los dos con­
venga y, en conclusión, prestado el servicio 
de inscripción nada obstaría a la exigencia 
de la tasa Consecuentemente, si no media­
ra la acumulación, cabnan distintas solucio­
nes segun cuál fuera el expediente pnmera­
mente ulumado: s1 lo es el mvesugador, 
ocioso sena hablar de la tasa; si, por el con­
trario, finaliza antes el de inscripción, la 
obligación de pago del Lributo estala! se ha­
bría consumado. Forzoso es decir, en fin. 
que análogo razonamiento, con las adapta­
ciones precisas, es aplicable cuando la peu-



ción de inscripción proviene de un tercero 
no obligado a declarar, o cuando concu­
rren ésta con la del sujeto pasivo del l.B.l. , 
háyese o no abierto un procedimiento de 
inscripción de oficio. 

En tal caso, ¿cabría que el solicitante, 
conocedor de la acumulación o de la mera 
existencia de uno o más procedimientos 
encaminados al fin por él perseguido, de­
sistiera de su petición? Sin duda, el artícu­
lo 87 de la Ley de Procedimiento contem­
pla como formas de terminación de los 
expedientes administrativos, además de la 
resolución y la imposibilidad material de 
contmuarlos, el desistimiento, la renuncia 
y la caducidad, y siendo posibles todas 
ellas no puede sino contestarse afirmativa­
mente a la cuestión planteada. Cosa distin­
ta es que esas modalidades de finalización 
prematura tengan consecuencias crematís­
ticas, que sólo podrán darse si, de acuerdo 
con el artículo 12 de la Ley de Tasas, la no 
realización del hecho imponible de la 
T l.C no lo sea por causas imputables al 
peticionario, lo que, de entrada, excluye a 
la caducidad, que siempre sucede por inac­
ción del particular. 

Otro aspecto interesante de la petición 
de inscripción es el relativo a la fom1a que 
puede adoptar la misma. Excusada la decla­
ración del artículo 77 LR.H.L, por ya cita­
da -sea en los impresos oficiales o en cual­
quier otro documento susceptible de 
aquella consideración conforme al artículo 
102.1 de la Ley General Tribmaria, y sin 
perjuicio de la eventual infracción que pu­
diera apreciarse por la no utilización de los 
modelos a que obliga el repetido artículo 
77-, nuevamente la Ley 3011992 nos pro­
porciona la respuesta deseada: las solicitu­
des, viene a decir su artículo 70, se presen­
tarán por escrito, en el que se harán constar 
las menciones y datos que el precepto exi­
ge. De consiguiente, forma escrita, pero no 
solemne ni especialmente plasmada en im­
preso alguno -los impresos, según el pre­
cepto últimamente invocado, están a dispo­
sición de los ciudadanos, y no al contrario­
basta para tener por válida y suficiente la 
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petición de inscripción, con los efectos de 
dar inicio al procedimiento correspondien­
te (artículo 68 de la ley procedimental). 

El segundo de los elementos del hecho 
imponible hace referencia, como dije más 
arriba, a que la inscripción no puede ser 
sino de los actos, negocios o hechos recogi­
dos en la Ley de creación de la tasa, ergo son 
supuestos de no sujeción los que ella ex­
presadamente excluye (la realización de 
obras de mera conservación y manteni­
miento de los edificios o que afecten úmca­
mente a características ornamentales o de­
corativas de los mismos) y los demás que 
no cita, como son las restantes alteraciones 
de los bienes inmuebles o de los derechos 
constituidos sobre los mismos y, smgular­
mente, los cambios de naturaleza del suelo 
o de valor de los fundos o, en conjunto, de 
los derechos reales de garantía y otros limi­
tativos del dominio. Unos y otros son, por 
lo demás, o acontecimientos no inscribibles 
-y, de ahí, lo natural de su no someu­
miento a la tasa- o inscribibles de oficio, 
con lo que se concluye que sólo los hechos 
que han de ser obligatoriamente declarados 
a efectos del I.B.I., los relevantes para este 
impuesto, lo son para la tasa; de modo que, 
en mi opinión, se evidencia aquí excesiva la 
vinculación del Catastro, multifinalitario 
por definición (cfr. la disposición adicional 
cuarta de la Ley Reguladora de las Hacien­
das Locales), al tributo local, en detrimento 
de los más amplios intereses de las diversas 
jurisdicciones fiscales y del tráfico jurídico­
inmobiliario. 

La efectiva práctica de la inscripción es, 
en fin, el tercer aspecto del presupuesto de 
hecho de nuestro tributo, y en relación al 
mismo son dos las cuestiones que en esta 
breve exégesis pueden comentarse. La pri­
mera hace méritos a la producción de actos 
presuntos por el transcurso del tiempo, 
conforme a la regulación contenida en los 
artículos 43 y 44 de la citada Ley 30/1992. 
A este propósito es conveniente recordar 
que el Real Decreto 803/1.993 vino a esta­
blecer tanto el plazo para resolver los pro­
cedimientos de gestión de las declaraciones 
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catastrales (seis meses, en todos los casos) 
como los efectos del silencio administrati­
vo (desestimatonos). Si, en contra de lo ya 
dicho, no pudiera distinguirse entre el pro­
cedimiento de petición <le inscripción y el 
de gestión tnbutaria (sensu lato) de las de­
claraciones del artículo 77 L.R.H.L., resul­
taría inevitable admitir que las sohcitudes 
de inscnpc1ón instrumentadas a través de 
declaracwnes perecerían con éstas, si a los 
seis meses de su presentación nada hubie­
ra resuelto la Adm1mstrac1ón. 

La otra cuestión ha sido ya anuc1pada: 
sea esumatolio (si el expediente de inscrip­
ción no es el de gestión de la declaración) 
o dcsestimatono (s1 uno y otro se conf un­
den hasta ser uno) el fruto del silencio de 
la Administraetón, su consecuencia para la 
tasa será ineludiblemente la de no consu­
mación del hecho imponible, con obligada 
devolución de lo indebidamente ingresado, 
siempre, claro está, que la no prestación 
del servicio de inscripción sea immputable 
al interesado, segun se lec en el ya citado 
articulo 12 de la Ley 811989 

La tasa de acreditación catastral 

Para la TA C, el hecho imponible con­
siste en la expedicrón, a instancia de palle, de 
un documento acreditativo de los datos fisicos, 
JUrícl1cos o econo1111cos que figuren en los Ca­
tastros lnmobil1a11os. Como en el caso de la 
111s01puon, se requiere aqu1 la solicitud del 
interesado }' la acuv1dad de la Administra­
ción, cuyos principales perfiles examinaré 
seguidamente. 

En cuanto a la solicitud, puede dec1rse 
que está únicamente somcuda a los dos u­
pos de requisitos concurrentes en toda pe­
tición -si, de momento, obviamos la con­
dición especifica de que su objeto ha de ser 
la obtención de un documento acreditativo 
de ciertos datos obrames en el Catastro-, 
cuales son los formales del artículo 70 de la 
Ley 30/1992 y los de leg1umac1ón de su ar­
ticulo 37 y del Real Decreto l.-l-85/199-t 
Sin reparar en los plimeros, las ex1genc1as 
de legitimación se concretan en las de acre-
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d1tac1ón del interés legítimo y directo del so­
licitante -s1 se pretende acceder a documen­
tos de carácter nominativo (artículo 37.3 de 
la Ley) o, en general, a la información relati­
va a las caracterisllcas económicas y JUridi­
cas de los bienes inmuebles individualiza­
dos (artículo 3 del Real Decreto)-, en el 
entendido de que aquél sea persona distinta 
del titular catastral al que se refieran los da­
tos pedidos, pues a éste sólo ha de recla­
marse la prueba de su personalidad, en su 
caso. 

Por lo que respecta a la actividad gene­
radora de la tasa, se trata de la expedición 
de un documento acrec.l1tauvo de datos ca­
tastrales. como ya se ha dicho, siendo aquí 
oportuno prestar alguna atención a los dos 
elementos en iuego: los conceptos de docu­
mento acreditativo y de datos flsicos, JUndicos 
o econom1cos utilizados por la norma Res­
pecto del pnmero, vanas son las acepcio­
nes posibles, pues mientras que el D1cc10-
nano de la Real Academia repULa como 
documento a todo escrito en que constan da­
tos fidedignos o suscepli/Jlrs de sei empleados 
como tales para probar algo y califica de pu­
blico al que, autorizado por fu11cio11ario para 
dio competente, acredita los hechos que refie­
re y su fecha, la Ley de En3wciam1cnto Civil 
(articulo 596) agrupa ba¡o la denomma­
c1on de documentos publicos y solemnes, 
entre otros, a los expedidos por los funLiona­
nos publicos que estén autonzados para ello 
e11 lo que se refiera al ejercicio de sus funcw­
nes, así como los registros, catastros y demás 
ciornmentos qt~e se hallen en los archivos pú­
blicos; y, por fin, el Código Civil (art. 
l 216) reconoce como documentos publi­
cos los autorizados poi un notario o emplea­
do publtco compete11te. 

De todas las precedentes definiciones 
cabe extraer, como caractcnstico de los do­
cumentos publicas, su patem1dac.l funcio­
narial, lo que presupone la necesidad de 
que aparezcan formalmente adverados con 
la firma de quien los expide; pero, además, 
en cuanto dotados de eficacia probatoria, 
son en s1 mismos acrednativos de cuanto 
contienen, razón por la que la ad¡et1vac1ón 



(acreditativo) empleada por la ley de la tasa 
resulta, a mi criterio, pleonástica: para que 
nazca la T.A.C. se precisa la expedición de 
un documento público -precisamente por 
la Dirección General del Catastro o por las 
Gerencias Te1Titoriales de las Delegacwnes 
de Economía y Hacienda- que en sí mismo 
acredita los hechos o datos a que se refiere. 

En cuanto a la expresrón datos físicos, jurí­
dicos o económicos, para empezar, no debe de­
jarse de llamar la atención sobre el hecho de 
que es en el Real Decreto de 23 de octubre 
de 1913 en donde se encuentra la única enu­
meración legal de cuáles sean esos datos o 
características de los inmuebles, y sólo con 
rcf erencia a los de naturaleza rúsuca, por pa­
radójico que sea constatar que esa es la ma­
teria prima de la que se nutre el Catastro, 
pues la disposición adicional cuarta ele la Ley 
39/1988 sólo de fom1a incompleta y ejem­
plificativa -menos exhaustiva que la del artí­
culo 2 de la Ley del Catastro de 1906- nos 
anuncia el contenido material de nuestro Re­
gistro (un conjunto ele datos y clesoipciones ele 
los bienes inmuebles ... wn expresión de superfi­
cies, situación, linderos, cultivos o aprovecha­
mientos, calidades, valores y demás circunstan­
cias físicas, económicas y jurídicas ... ), para 
cuyo exacto conocimiento se hace impres­
cindible indagar qué datos deben ser aporta­
dos a través de las declaraciones del impues­
to inmobiliario y cuáles se incorporan segun 
las prescripciones técnicas que han de cum­
plir la Administración o los contratistas que 
actúen por cuenta de ella (lO). No obstante, 

( 10) Vid Rcsoluuón de la Subsecretaria de Ha­
cienda de 26 de marzo de 1981 , por la que se esta­
blecen los pliegos generales de condiciones econó­
m1co-administral!vas y tecmco facultativas que 
habran de regir necesanarnente para la comratac1ón 
de lo~ Consorcios para la gestión e mspecc1on de las 
Comnbuc1ones Terntonales, o por las Corporacio­
nes Locales, de los trabaJOS para formación conser­
vación)' revisión ele los Catastros Urbano y Rustico 
l.lolmn Ofic1al del Mm15terio ele l lac1enda de 14 de 
ma}'O de 1981 Asimismo. pueden consultarse los 
plieg<.>s de pre~cnpc10nes tecmcas vigemes en cada 
ejerucio, s1 bien no han sido objeto de publicac1on 
oficial 
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la inexistencia de un catálogo (actualizado y 
público) de datos que los sistematice en las 
tres categorías posibles (físicos, económicos 
o jurídicos) no impide que cualquier infor­
mación obrante, de facto, en el Catastro, 
pueda ser calificada de una u otra forma, se­
gun el sentido usual y técnico de los térmi­
nos escogidos por el legislador, de manera 
que todo lo que integra el Catastro -pero 
sólo eso- es susceptible de configurar el he­
cho imponible de la tasa. Extramuros queda­
rían, asi, y a título <le ejemplo, los datos de 
uso mterno contenidos en documentos de 
mero efecto instrumental, que no se incor­
poran materialmente al Catastro. 

Exenciones 

La Ley 1311996 sigue en este punto el 
mandato de la Ley de Tasas, que en su artí­
culo 18 declara inadmisible cualquier bene­
ficio tributario que no sea a favor del Esta­
do y los demás Entes públicos ten-itoriales 
o instllucionales -además de los derivados 
de los Tratados o Acuerdos Internacionales, 
que en todo caso han de ser respetados por 
virtud de la primacía que les reconoce el ar­
tiCLtlo 96 de la Constitución-. 

De lege data, pues, sólo existe en las ta­
sas catastrales la exención subjetiva que se 
reconoce a las administraciones y entes pú­
blicos. Ahora bien, para que opere la mis­
ma es necesario que la Aclmintstración esté 
previamente sujeta a la tasa, esto es, que 
sea efectivamente sujeto pasivo del tributo, 
y no lo será si la actividad solicitada del Ca­
tastro ni le afecta, ni le beneficia ni se re­
fiere a ella. De ahí, y en evitación de fraus 
legis, que en los supuestos en que el desti­
natario real del servicio o actividad admi­
nistrativa sea un panicular y no la Entidad 
pública formalmente solicitante del mis­
mo, no quepa aplicar la cxenoón, pues en 
tal caso es posible presumir que el verda­
dero solicitante-sujeto pasivo es el admi­
nistrado. De ordinario, las peticiones de 
acreditación catastral presentadas por un 
eme público tendrán cabida en la órbita de 
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sus compeLencias de geslión o de venfica­
ción de los expediemes y datos instados o 
alegados por los imeresados, de suerte que 
en esas circunstancias procederá reconocer 
el benefic10 de la exenoón, si bien no ocu­
nirá otro tanto, nonnalmeme, en matena 
objeto de la tasa de inscnpc1ón. 

Sujetos pasivos 
y responsables 

No basta -segun acabamos de ver- con 
la escueta reíerenc1a que hace la ley de las 
tasas catastrales a los sujetos pasi\'os, pues 
se limna a decir que lo son las personas y 
las enudades sin personalidad citadas en el 
aruculo 33 de la Ley General Tnbutana 
que hayan solicitado la insmpción o la acre­
ditación, sin mención alguna al trascenden­
tal requisito de que el servicio pedido afec­
te, beneficie o se refiera al que lo demanda. 
En el fondo, como ya sabemos, nada hay 
que objetar a la omisión, pues de colmarla 
se ocupan el artículo 16 de la Ley 8/1989 y 
el 26.1 a) de la General Tnbutaria. 

Pero que el legislador de las tasas haya 
optado por enfauzar el elemento vohuvo 
-la solicitud- con pretenc1ón del resulLado 
-el beneficio individual- no es, por otra 
parte. intrascendente Ya he dicho que aqu1 
la peución es inexcusable , luego el ajeno a 
ella, por beneficiado a afectado que sea, no 
será sujeto pasivo. Podna ser responsable, s1 
se aceptara la apltcaoón del segundo apar­
tado del artículo 17 de la Ley de Tasas, o 
sustituto del contnbuyente, si así lo hubiese 
previsto la norma, pero ni aquello parece 
acertado - al menos, con carácter general e 
ind1scnminado- m esto ha ocurrido En 
consecuencia, sólo queda el expediente de 
fraude de ley del articulo 24 de la Ley Ge­
neral Tributana si se pretende hacer recaer 
la carga sobre el afecLado en los supuesLos 
de imerposición de solicitame que, como se 
di.JO más aniba, no puede ser sujeto pasivo 
por no referirse a él el servicio presLado. 

Al margen de lo amenor, cabe recordar 
los supuestos de responsabilidad estableo-
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dos en los aruculos 39 y 40 de la Lan repe­
tida Ley General Tnbutaria, que sí son de 
aplicación en materia de tasas catastrales 
El primero de ellos, con carácter solidario. 
se imputa a los copart1c1pes o coutulares 
de los entes sin personalidad -comunida­
des de bienes, herencias yacentes, etc.- a 
los que su articulo 33 reputa sujetos pasi­
vos, en tanto que en el artículo 40 se con­
sideran responsables subsidiarios de las 
obligaciones tribmanas pendientes de las 
personas jurídicas que hayan cesado en sus 
actividades a sus admtnisLradores, as1 
como a los síndicos. interventores y hqu1-
dadores de quiebras, concursos, sooeda­
des y enudades en general que por negli­
gencia o mala fe no realicen las gestiones 
necesarias para el integro cumplim1emo de 
las obligaciones fiscales nacidas con ante­
riondad a dichas snuaoones. 

Cuantía, devengo y pago 
de las tasas 

La cuantía de las tasas viene regida por 
el princ1p10 de equivalencia posniv1zado 
en el artículo 7 de la Ley de 1.989, según 
el cual las tasas tenderán a wbrir e! coste del 
servicio o de la actividad que constituya su he­
cho imponible; más aun, el artículo 19 de la 
misma obliLera cualquier riesgo de trans­
gresión del postulado del coste, pues limi­
ta el importe del tnbuto, como máximo, al 
gasto real o previsible del serv1c10 presta­
do, lo que no 1mp1de, obviamente, que 
pueda quedar fijada la exacción por deba­
¡o de ese umbral, ya sea por razones de ca­
pacidad económica o por la presencia de 
C'<lcrnalidades en la producción pública de 
que se trate u otras motivaciones de pohu­
ca económica En nuestro caso, el rnantum 
de las tasas ha sido establecido mediante 
una cantidad fija por parcela o subparcela 
rustica, unidad urbana (1 1) y documento 

( 11 ) Nuevamente aqu1. como ya advern al co­
mentar la exprcs1on da1<1; /is1ws, ;uríd1cos y rcon<lmt-



expedido (12), importando ahora, más que 
evaluar el cumplimiento del principio cita­
do, que en general y por la escasa cuantía 
del mbuto está fuera de duda, enderezar 
nuestra atención a los problemas del de­
vengo y del pago de las Lasas. 

En las dos versiones del dies del devengo 
sostenidas por la doctrina española -mo-

cos, hemos de acudir a la leg1slac1on de los alhores 
de nuestra centuna. pues la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales y los reglamentos que parcial­
mente la han desarrollado en materia catastral nos 
han regaceado la defimc1on de lo que deba enten­
derse por parcela, subparccla o unidad urbana y. a 
lo más, meramente se rcheren a tales términos, o, en 
alguna otra nom1a rclauonada con el Catastro, a los 
de finca, vivienda y unidad urbanistica Pues h1en, la 
Ley del Catastro de 1906 en su articulo 5, y el Re­
glamento de 1913, en el 3. nos fac1lnan dos con­
ceptos de los que necesnamos es parcda c.uastral la 
po1cion df terr~na cenada pC1i una linea poligimal. que 
percenl'::ca a un solo p1o¡neta1111 na varios pro indiviso, 
dentro de un lt'lmmo municipal, y se consideran sub­
parcelas lm subd1visw11es dt• lm parcelas qut· af1e;:can 
u11ifo1 midad fil su cultivo CI a¡novccharniento .ven su in-

1ensiclad pwducnva De ah1 se desprende que el con­
cepto de parcela se anuda, en la esencia -pues la lí­
nea poligonal no es smo un arufic10 graneo-. a la 
uculandad JUnd1ca de una porción de terreno. cu­
yos hnmes son los puntos geograficamente comi­
guos en donde cesa esa 111ulandad (y empieza la del 
colindante), mientras que las subparcdas, por el 
contrano. responden a las diversas caractenst11.:as de 
la agnrnltura de las parcelas -uno u otro culuvo, 
tal o cual 1mens1dad produwva- Por el contrano, 
carecemos de un concep10 legal de unidad u1bana, 
por lo que se impone emplear el usual, dehmdo en 
el Pliego de Cláusulas Administrativas pa1ticule11es dt" 
aplicawm grnnal a la wntratadon de los naba111s de 
rev1sion v nwclif1cacion del Catastlo U1 bann aprobado 
por Re~oluc1on del Secmano de Estado de l lac1en­
da de 13 de febrero de l 997 t(ldo rlemrnw d1fcrcn­
ciaclo ele valo1acwn, rstr fmmado sólo p111 rnd(l, solo 
pm wnsli uawn, (1 pm 'ut'lo 1 wmtruc(J(lil, cuyas rn­
rac1e1 l\(JC<h f151cas _v ,1w 1d1Cas. lc hagan obJrlO clr u11 va­
lor catmu al 111d1viduali::ac/o. 

(12) Para los casos de mscnpc1on c.itastral la 
tasa es de 500 pesetas por cada parcela (o subparce­
la, s1 la mscnpc1ón se refiere <l cambw de rnluvo o 
aprovechamiento) y de 1 000 pesetas por unidad ur­
bana. por lo que se refiere a la TA. C., el tnhuto as­
ciende a 500 pesetas por documento expedido y 
otras 500 pesetas por cada fübparcela o unidad u1ba­
na a que haga menc1on el m1~mo 

JESUS S MiRANDA 

mento en que nace la obligación de pago 
como consecuencia de haberse realtzado el 
hecho 1mpornble, segun Sainz de BuJanda, o 
momento de la realización misma de tal he­
cho, según Cortes Dominguezy Ma1lln Delga­
do- comc1de la nota de cumphm1ento del 
presupuesto de hecho del tributo As1 lo en­
tiende también el artículo 28 de la Ley Ge­
neral Tnbutaria, al señalar que la perfección 
del hecho imponible ongma el nac1m1cnto de 
la obligación tributaria, si bien el derecho del 
Fisco a adquinr la suma correspondiente 
sólo se produce con el devengo concretado en 
la liqu1dac1ón, a tenor de la Sentenoa del Tri­
bunal Supremo de 5 de JUl10 de 1991 Em­
pero, la Ley de Tasas de 1989, sm desVIarse 
del camino previamente trazado por sus pre­
decesoras, permite situar el devengo en un 
momento anterior (cuando se mieta la pres­
Lac1on del seJVic10 o al tiempo de presentar­
se la solicitud que la provoque), autonzando 
a la vez que se ex1Ja el depósito previo -de­
pósito, no pago- cuando el devengo acon­
tezca al comenzar la acuv1dad adm1mstrauva 
o una vez termma<la la misma. No cumple, 
por tanto, este devengo anticipado, como sí lo 
hace el de otros tributos, la función de de­
marcación temporal <le\ hecho 1mpomble 
sino, a lo sumo, de comienzo de su ejecu­
ción; lo que, por otra parte, no puede ser en­
tendido en el senudo de que sea hoto que 
nazca la obligación tnbutaria, perfecta, me­
versible e mcond1c10nalmente, con su sola 
presencia, pues ya hemos visto que, pese al 
arliculo 15 de la Ley 811989 -y al 33 Seis de 
la Ley 13/1996-, la frustración del serv100 o 
prestación en que se sustenta la tasa hace 
que decaiga aquélla, con obligada devolu­
ción de lo percibido por la Admm1stración. 

Pues bien, en inobjetable sincroma con 
la Ley de 1989, la de creación de nuestras 
tasas ubica su devengo en los s1gu1entes 
momentos: 

a) Para la Lasa por inscripción Latastral, 
el <l1a de presentación de la solicnud, mo­
mento, añade la norma, en que deberá justi­
ficarse el pago. 

b) Para la tasa de acreditac10n, en el mo­
mento de la entrega del documento acred1tat1-
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vo solicitado, sin perJLLicio de la posibilidad de 
exigir su depósito p1ev10. 

Vemos así que cada una de nuestras ta­
sas se devenga en instante diferente: mien­
tras que la Tl.C. lo hace con la solicitud de 
inscnpción catastral -y ya hemos dicho 
que ordinanamente comc1d1ra ésta con la 
presentación de la declaración del LB l , 
que debe suceder dentro de los dos meses 
siguientes a la fecha <le la alteración física, 
Jurídica o económica que la motiva, ex Real 
Decreto 1.448/1989-, la T.A.C. nace tras la 
prestación del servicio de acrednac1on, 
pues es requ1sno de su devengo que el do­
cumento expedido sea matenalmente en­
tregado al pet1c1onano, y ello sin perjuicio 
de que, de acuerdo con el apartado ocho 
del art1culo 33 de la Ley 1311996 -ep1gono 
del 4.3 de la Ley de Tasas de 1966-, no 
proceda la entrega del documento sin que 
previamente se haya JUSllÍicado el pago del 
tributo. 

Esta diferenciación es la que hace que el 
procedimiento de gestión de una y otra 
tasa sea distmto Para la pnmera de ellas se 
impone la autohqu1dac1ón por el su_1eto pa­
sivo -con las consecuencias propias de su 
incumplimiento, que veremos-, en tanto 
que la liquidación de la segunda compete a 
la Administración 

Como se sabe. el articulo 10 de la Lev 
General Tributaria sometió a reserva de Ley 
la obligación a wrgo de los pa1Licula1es ele 
practicar operaciones de 11qwdac1ón, pese a 
lo cual el aruculo 23 de la Ley de Tasas de 
1989 deslegalizó la cuestión, defenéndola 
al reglamento. No obstante, el legislador de 
1996 ha prefendo mantener y cumplir la 
previsión del código de 1963, de fom1a 
que es la propia Ley 13 la que establece el 
deber de autohqu1dar e ingresar el tributo 
devengado con la solicnud de mscnpc1on , 
cuya gestión y comprobación se atnbuye a 
las Gerencias Terntonales del Catastro, sin 
pcr¡u1cio de las facultades en orden a la ve­
rificación del abono de la tasa que la pro­
pia ley, en la lmea marcada por el aruculo 
22 de la de 1989, confiere a las entidades o 
administraciones territoriales que tengan 
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delegada por la Dirección General del 
ramo la tramitación de dicha inscripción. 

Supuesto que el pago de la T. !.C. debe 
efectuarse en el momento de su devengo 
por el proced1m1ento de autoliquidac1ón, 
resulta de interés detenemos brevemente 
en el diagnóstico de algunas de las snua­
C1ones que aqu1 pueden presentarse (13). 
El día del pago es, en efecto, el de presen­
tación de la solicitud de inscripción -en 
puridad, y en el lurnte, el pago debe hacer­
se coincidiendo con el devengo y no an­
tes-, como pretende decir el articulo 33. 
Seis. a) de la Le!' de creación de la tasa y 
confirma por remisión el artículo 20.3 del 
Reglamento General de Recaudación. No 
hay, por tanto, un plazo de ingreso 
-entendiendo por tal un penodo de tiem­
po-, sino un término, un vencimiento ins­
tantáneo de la obligación. Transcurrido ese 
momento -presentada oportuna y s11nultá­
neamente la sohcnud de mscnpción )' la 
autoltquidauón sm haberse solventado la 
deuda autohqu1dada- entrará en juego el 
aruculo 127 de la Ley General Tributaria, 
puesto que el 126 concreta el mic10 de pe­
ríodo ejecutivo de recaudación cuandofma­
liu: el plazo rcglwnrntw io determmado para 
didw 111greso, situac1on que también se pro­
ducirá si la autohqu1dauón sin mgreso se 
presenta con postenondad a la sohcnud de 
inscripción Las consecuencias serán, en­
tonces, las s1gu1cntes 

1) Si se llega a sausfacer la deuda extcm­
poráneamente, pero antes de que haya sido 
notificada al deudor la providencia de apre­
mio dictada por el órgano recaudador com­
petente de la Agencia Tributaria, habrá de sa­
usfacerse, una vez que sea liquidado por la 

(13) Para un amplio eslll<l10 del tema pueden 
lOn>ultarse los s1gu1cntcs arurnlos· RAMAL LO 
MASSANET, J l.v; nucv"s tt'cargos en la Lt:y Grnaal 
11J/n1taria, en T11bu11a f¡,wl. 11'' 6.5, marzo de 1997, y 
ESPEJO POYAl"OS. l Las tleclamrnmes e\lcmp111a­
nrns trm la ref"1111a ele la l.n- General Tnbt1tanc1. en 
Impuestos • 11'; J.¡,.¡,,..,,, de Í 996. Véase tamb1cn la 
lnmucc1ón 7/1995, de 28 de iuho, de la D1recc1ón 
Crrneral de la A~cnc1a Tnbutana. 



misma (art. l 00.2 del Reglamento General 
de Recaudación), el recargo del l O por 100 
preVlSto en el segundo párrafo del apartado 
1 del mentado aniculo 127, sin que sean 
c:-;1gibles intereses de demora. Si la autoh­
qu1dación, además, se ha presentado fuera 
de plazo sm requeiimiento previo (J 4), la 
cuota debida se incrementará con el recargo 
por extemporaneidad previsto en el aruculo 
61.3 del código tributario, que se cifra en el 
5, l O, 15 ó 20 por 100 de aquélla, segun que 
el retraso padecido no exceda de los tres, seis 
o doce meses posteriores al dia de la petición 
que provoca el devengo del tnbuto, o pase 
de ese término, pues estos recargos son com­
patibles con el de apremio s1 no se realiza el 
ingreso al tiempo de la presentación tard1a 
de la autoliqu1dación. lgualmente serán eXJ­
g1bles los intereses de demora del aniculo 
61.3, s1 el retraso en la presentación de la au­
tohquidac1ón supera los doce meses 

2) Si el pago se materialtza tras la notifica­
ción del título que da m1cio al proced1m1ento 
de apremio, el recargo procedente será el del 
20 por 100, que deberá sausfacerse además 

( 14) La Sentencia de la Aud1enc1a Nanonal ele 
28 ele diciembre de 1993 equipara el concepto ele 
rt·qut'nmienlo ¡m:1w al de ¡11<JV1dencia de apn:m1,1 
-y declara que no puede tenerse por tal a una d1h­
gcnua de 1111c10 de aclllactoncs mspectoras- por 
cuanto que tlatandose de(. ) mitoliquidawmcs. solo v 
r.xclus1vamente p<'li11a 1eno lugar (el requcnm1ento) 
( .) mando ,.. conoce la ca1111dad a pagm o, d1Cho de 
tllrn manaa, uumdo la dalarnrnm-l1qwdanon o la au­
/(ll1t1uidacion la t'rt'scnta el "blrglldo al pagtl 1111 reali::a1 
t'I ingreso, a11acl1cndo que la l. G T. 1w nmoCf dr otro 
1cque11m1enw dr !'ª&"que w11st11uva al su¡rlo pasivo en 
la ,ibligalion de \Cltis{ace1 la drnda tnbu1ana dislmlo dt' 
la not1ficaciün 1,·glammwna de lc1 lrqwda(lo11 (. ). y 
ninguna clase de requenm1c11to dr pay,o en los rnsos de 
(. .. ) autolrquidarnmcs, en los qlie resulta o/Jvw que la 
Acl1111nr~1ram111 1c halla 1111pcd1da de efeduar el rrque­
' i1111c11r,1 de pag<> de una dn1da rnburana que dcsw110-
"' En nuestro caso. enuenclo que no hay por que 
seguir esta mtcrpretac1ón, puesto que la Admmts­
t ración puede pcrfectamentl' rnlcula r 1,1 cuota sm 
esperar a conocer la autohqu1dac1ón, en la medida 
en que se deduce de la sohcltud de mscnpcton 
Opmton que tambtcn sosurnc RAMALLO MASSA-
1\ET, aunque por otras razones (véase el amculo dd 
autor citado en la nota 13). 

Jesus S. M AANDA 

de los mLereses de demora devengados desde 
el venC1m1ento de la cuota, en los términos de 
los artículos 61.2 y 127 l de la Ley General 
Tnbutana y 98 y 109 del Reglamento Gene­
ral de RccaudaC1ón. Como en el caso anterior, 
s1 la autohqwdación se presenta tras la solici­
tud de 111sc1ipción, se acumulará el recargo 
umco que proceda, segun cuál sea el retraso, 
así como los intereses del anículo 61 L.G.T., 
s1 aquel es de más de un año. 

Un tercer supuesto nos encontraremos 
cuando el sujeto pasivo solicita la mscrip­
ctón sin coetánea ni posterior presentación 
de la autoliqu1dación m ingreso de la cuota 
que resultaría de ella, caso en el que, con­
forme al artículo 123 de la L.G.T., podría la 
Administración gestora, una vez formaliza­
da la inscnpción y, con ello, realizado el he­
cho imponible, practicar hqwdactón provi­
sional de oficio, previa audiencia al 
interesado, sin pe1Ju1c10 de que se apreciara 
por los organos inspectores competentes 
para liquidar definn1vamente la infracción 
grave tipificada en el apartado a) del artícu­
lo 79 de la repetida Ley Sin embargo, sabe­
mos que en las tasas cuyo devengo es si­
multáneo a la presentación de la solicitud 
no puede realizarse la actuación o tramitar­
se el expediente administrativo instado sin 
que se haya efectuado su pago, pues así lo 
impone el articulo 15 l.b) de la Ley 8/1989. 
¿No será posible, entonces, inscribir?; ¿has­
ta cuándo, en su caso, debe esperarse? A mi 
entender, las solicitudes de inscnpción que 
sean sólo eso -es decir, que no sean también 
una declaración tributaria- quedarán plena­
mente afectadas por esa condición suspensi­
va, siendo procedente, con forme al artículo 
7 1. l de la Ley de Proced1m1ento Admm1s­
tranvo Comun, requerir al interesado para 
que en un plazo de diez d1as subsane la fal­
ta de jusuficación del pago observada, plazo 
tras el que se archivaría su peuc1ón por de­
s1stim1cnto tácno de no ser atendido el re­
querimiento (15). Sin embargo, en el caso 

(15) Ohscrvesc que, en este caso. no se llegana a 
pracncar l,1 mscnpctón por causa lmputable al mte-
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general -cuando la solicitud de mscripción 
va implícita en la declaración del artículo 77 
L.R.H.L.-, no puede suceder otro tamo, 
pues la declaración del l.B.I., en cuanto tal, 
se rige por sus propias normas -la Ley Ge­
neral Tributaria y la Reguladora de las Ha­
ciendas Locales-, las cuales en ningún mo­
mento supeditan su tramitación a requisito 
alguno; antes al contrario, el legislador tri­
butario es antiformalista (recuérdese el ar­
tículo 102.1 L.G.T.) porque de lo que se 
trata, a fin de cuentas, es de un gravamen 
que el poder público impone y ha de exi­
gir, haya o no haya declaración, y ésta es 
un mero instrumento para facilitar dicho 
mandato. Aunque el efecto práctico es el 
mismo, como mucho podrta decirse que 
en el caso de impago, la mscripción no se 
practica a causa de la petición , sino sólo de 
la declaración, pero al haber concurrido 
aquélla con ésta, se habrá devengado la 
tasa sin posibilidad de ser devuelta, cuan­
do se cobre, por el motivo previsto en el re­
petido artículo 12 de la Ley de 1989. 

La tasa de acreditación catastral, por 
contra, se gestiona mediante liquidaciones 
practicadas por la Administración, lo que 
supone la necesidad de que dichos actos 
administrativos sean dictados por los órga­
nos competentes -so pena de nulidad o 
anulabilidad, según los casos y de acuerdo 
con los artículos 153 L.G.T. y 62 y 63 de la 
Ley procedimental- y notificados en las 
condic10nes señaladas por el artículo 124 
de la Ley General Tributana, esto es, con 
mención de sus elementos esenciales, los 
medios de impugnación -que serán el re­
curso de reposición y la reclamación 

resado, por lo que, una vez obtenido el ingreso de 
la tasa devengada no procederá su devolución. Ade­
más, el requenm1ento del articulo 71 1 podría cum­
plir también la función de requerimí~nto previo del 
61.3 LG T , cerrándose el paso a la regularización 
voluntaria y abriéndose al expediente sancionador 
del amculo 79 L.G.T No cabria, por contra, la h­
qu1dacwn del articulo 123 LG.T -por no llegarse 
a efectuar la mscnpc1ón-, aunque s1 sena posible 
que hqmdaran los órganos inspectores 
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económico-administrativa-, y el lugar, pla­
zo y forma en que debe ser satisfecha la 
deuda. En cuanto al plazo -única de esas 
tres menciones que suscita discusión teóri­
ca- el artículo 61.1 L.G.T. nos remite a la 
normativa reguladora del tributo o, en su de­
fecto, la normativa recaudatoria. En mi opi­
nión, la normativa reguladora del tributo 
nada dice al respecto -la Ley 13/1996 se li­
mita en su apartado ocho a establecer una 
regla de garantía, pero no propiamente el 
«pago» y el plazo del pago al que se refiere 
el artículo 61 citado; y la Ley 8/1989 no va 
más allá, en su artículo 22, de proclamar la 
apltcabihdad en bloque de las normas de la 
Ley General Tributaria-, por lo que necesa­
riamente ha de acudirse al artículo 20.2 del 
Reglamento General de Recaudación: en 
efecto, si la T.A.C. se devenga con la entre­
ga del documento solicitado y, por lógica 
(16), su liquidación ha de ser practicada y 
notificada no ames del devengo, el plazo 
de pago debería iniciarse a partir de la fe­
cha de la notificación (así se deducía ine­
quívocamente del viejo artículo 126.1 de la 
Ley General Tributaria, desaparecido con la 
Ley 25/1995, y se desprende hoy con tan­
ta claridad como menor rango de los ar­
tículos 20.2 y 72.1.a) del Reglamento Ge­
neral de Recaudación) y, sin embargo, la 
Ley 13/1996 exige que el pago (sic) de la 
tasa se justifique en el momento de la entre­
ga del documento acreditativo solicitado por 
el interesado, es decir, en el momento del 
devengo. En otros términos, puesto que no 
puede reputarse como pago la entrega de 

( 16) Que la liqmdación es acto postenor al he­
cho imponible no puede dudarse, s1 leemos los ar­
nculos 120 y 123 L.G T., y que debe suceder al de­
vengo, tampoco, pues s1 no, no se entendena el 
ulumo inciso de la letra b) del articulo 33.SelS de la 
Ley l 3/1996: en el momento de la entrega del do­
cumento se devenga la TA C. y, en consecuencia, 
puede ya liquidarse la deuda, pero eso no significa 
que no se pueda cobrar su importe ames, sino que 
s1 se cobra no lo será a titulo de cuota -aruculo 55 
LG T- sino de «depósllo previo» --concepto aje­
no al legal de •deuda» del articulo 58 L.G.T. y des­
provisto de sus privilegios--. 



una suma que aün no se debe -insisto: 
nada adeuda el solicitante hasta que se le 
entregue el cerufícado y se devengue el tn­
buto-, el pago al que se refiere el apartado 
ocho del articulo 33 de la Ley 13 no puede 
ser sino en concepto de depósito previo, lue­
go no puede negarse aqui, pese a la apa­
riencia, la aplicación del citado aruculo 
20 2 R.G.R .. 

¿Cuáles son, no obstante, los efectos prác­
ticos de todo esto? Los del apartado ocho, 
desde luego. son los mismos que los del 
arl!culo 4.3 de la Ley de Tasas de 1966: 
impedir que se entregue la certificación 
catastral s1 no se cumple con el «pago» 
previo, 1mpos1bilnando asi que nazca la 
obligación de contribuir (el devengo), lo 
que puede suponer que a pesar de haber­
se prestado de facto el servicio -más exac­
tamente, a pesar de haberse ya desarrolla­
do la acuvidad admirnstrauva consistente 
en la expedición del documento requeri­
do, y producido, en consecuencia, el he­
cho imponible- no pueda resarurse la Ad­
ministración de su coste; y los de la 
hqu1dac1ón (en senudo tecmco) se desple­
garán exclusivamente en el ámbno de su 
eventual impugnación y en el de la conta­
bilidad (aplicación presupuestana de la 
suma previamente obtenida), pues no ca­
brá esperar de el la un ingreso material que 
ya antes de que pueda juridicamente ex1s­
ur se ha producido. En resumen: no hay 
entrega (del documento) sin previo 
«pago»; no hay devengo sin entrega; y no 
puede haber liquidación sin devengo; lue­
go la liquidación nunca producirá, propia­
mente, ingreso efectivo alguno. Ni que de­
cir tiene que tan paradój ica conclusión 
puede ser aclarada por la vía interpretauva 
arguída, pero sería preferible, de lege Jeren­
dae, la calificación legal del pago del artí­
culo 33 Ocho de la Ley 13 como a wcnla 
rev1suéndolo as1 de la considerac10n de 
deuda ttibuta1ia y posibdnando que en las 
liquidaciones que se pracucaran se dedu­
jera formalmente su importe, con lo que se 
evnaría o bien la realización de liquidacw­
nes anticipadas o que, s1 se dictan oportu-

JESUS S MIRANDA 

namente, se incurra en el comrasenudo de 
exigir lo ya percibido por adelantado (17). 

Una reflexión final 
acerca de la estrategia 
del servicio público 

Dije al comenzar estos apuntes que la 
f unc1ón priontaria de las tasas desde que 
perdieron, de hecho, su primacía financie­
ra, es la de regular la demanda. Siendo vá­
lida, en general, esa afirmación, no puede 
pasarse por alto que en lo que toca a las ta­
sas catastrales es menester sea matizada: s1 
bien el propósno moderador del consumo 
no puede d1scuurse para la tasa de acredi­
tación -incluso, que sea ese el preferente, 
pese a que también persiga la recaudación 
de ingresos püblicos, pues el artículo 4 de 
la Ley General Tributaria así lo reconoce 
para todos los tributos-, sí debe ser nega­
do en la tasa de inscripción Asi, podemos 
llegar a la conclusión de reconocer en la 
Tl.C. una exclusiva finalidad fiscal, por 
otra parte perfectamente legn1ma, en la 
medida en que el Catastro no limita su fun­
c1onaliclad al ámbito de los tributos sino 
que aporta sigrnficauvas uuhdades a sus 
usuanos por la vía de la publicidad, ya sea 
activa, pasiva, positiva o negativa. 

Pero volviendo sobre el objetivo regula­
dor perseguido por la T.A.C, bien puede 
decirse que no paran ahí sus efectos, pues, 
aunque sea por inducción, también resul­
tan favorecedores, en cierta medida, de los 
ciudadanos. Me refiero no sólo a la even­
tual moderación del gasto público consun­
uvo originado por el servicio de acredtta­
uón que pueda derivarse de la sola 
presencia de una contraprestación donde 

(17) Lo propuesto no agota, evidentemente, las 
~oluc1one~ posibles. otra sena f1Jar el devengo en la 
lecha de cxpedic:1011 del documento acrednam·o. 
cond1c1onando no obstante su entrega al pago de la 
cuota hqtndada, rnn lo que, se reure o no el encar­
go, se garanuzana la recuperación del coste en que 
~e haya mcurndo. 
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antes no ex1slla, sino sobre todo a que 
aguza el interés de las burocracias por me­
jorar la calidad del serv1c10 prestado y aun 
por racionalizar -someter a crítica y revi­
sión- los trámites de los distintos procedi­
mientos en los que legal, reglamentaria o 
consuetudmanamente se ve involucrada la 
información catastral, aligerándolos, en su 
caso, de una carga no siempre JUSllficada 
(18). Nadie ignora que el artículo 35.1) de 
la Ley 30/l 992, con mejor intención que 
conv1cc1ón -no en vano la disposición fi­
nal de la misma apela al Consejo de Mi­
nistros para su efect1v1dad mate1ial y tempo­
ral- estableció el derecho de los oudadanos 
a no presentar documentos no exigidos por las 
normas aplicables al procedimiento de que se 
trate, o que ya se encuentren en poder de la 
Adm1111strac1ón actuante, pese a lo cual si­
gue siendo una prácuca admmistrauva 
más o menos habitual la multiplicación de 
requenm1entos que a todas luces podnan 
eliminarse o, al menos, darse por cumpli­
dos por la vía de la colaboración interad­
mmistrauva 

(18) El hetho mismo del establecimiento de la 
tasa de acreditación ha servido para poner de ma­
mhesto las caractenslicas de la demanda de ceruh­
cac1ones catastrales. En la mayona de los casos, el 
usuano de este servicio no ac1ua voluntariamente, 
al menos en el sentido de que no sohcna la certifi­
cación mcchante una opción realmente libre y per­
sonal. smo que la misma cons1 Huye para el una exi­
gencia denvada de sus relaciones JUndicas con las 
disuntas Administraciones publicas. En este scnu­
do, se trat.1 de una demanda derivada o de segun­
do orden -las cernÍKaciones se solicitan, de ord1-
nano, para surur eíec1os en determinados 
proced1m1cntos admmistra11vos en los que as1 -;e 
exige, aunque 1al exigencia no siempre responde a 
consideraciones de estncta imprescmd1bihdad smo 
que. muy a menudo, obedecen a ra~ones mera­
mente históricas o a simples pracucas consolidadas 
por el uempo-

(19) AA W· Adm1mstranoncs Pulilicas y Cwda­
danos, Praxis. Barcelona, 199 3 

(20) Aunque no se oculta que. amparado en la 
hterabdad de la Ley, cieno sector en el que se almea 
BALLESTEROS FERNANDEZ cnuende que d dcr<­
ch(l del adm1nis1rado se 1tj1nt', sólo y exdus1va 
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En efecto. con apoyo en los artículos 4 y 9 
de la Ley 30/1.992 y 103. l de la Consutu­
c1ón, Da Silva Ochoa (19) sugiere que no con­
viene perder la perspectiva de que esta 
-se refiere al artículo 35.0 citado-- es una 
disposiaon prevista en beneficio de los dudada­
nos. Por tanto, habrá que interpretar qL1e el inte­
resado estarn libre de re1terc.11 la presentawin de 
un documento cuando tal reiteración le resulte 
mcís onerosa que el recurso a la colaborarnm in­
teradministraliva (20), colaboración que no 
constnuye una liberalidad, sino una obliga­
ción legal para las distintas Admimstrac1ones 
públicas, en cuanto que dicha Ley (21) les im­
pone el fac1lilarse mutuamente la informauón 
que precisen y prestarse la cooperación y asis­
tencia activas que pudieran recabarse, a cuyo 
efecto poornn solicitar cuantos datos, documen­
tos o medros probatolios se hallen a disposición 
del Ente al 4ue se dirija la solicitud (22). Más de 
un millón ) medio de ceruficac1ones catastra­
les que cada año expide esta casa -y, lo que 
es más 1mponame, los miles y miles de ciu­
dadanos que normalmente se ven obligados a 
solicnarlas-- bien merecen el esfuerzo. • 

menee, a dowmcnios que obm1 rn ptlder de la Ad1111-
ms1mnon qut' es su¡el<> activo de la relacion 1und1ca de 
la que el admmisllado n su1r111 pasivo. no otra Vid 
AA W Srudios :.obre d proad1micn10 admm1:.11auvo 
común dr las Administraciones pulilicas, C.E.M C.I , 
Granada, 1993 

(2 l) Y mucho antes, el aruculo 2 de la Ley 
1211983, del Proceso Auiononuco, y el arurnlo 55 
de la Ley 7/l 985, de Bases de Rcgunen Local. 

(22) Para el seno de la propia Admm1Str.1C1ón 
General del Estado, en la que se mscnbe el Cuastro, 
la reciente l.ey 6/1 997, de 14 de abnl, de Orgamza­
c1ón y Func1onam1emo. enunl!a también en sus am­
culos J }' 4 un COnJUlllO de pnnc1p1os mU)' a propó­
SllO de cuanto vengo sosiemendo. la Admm1strac1ón 
General del Estado, dice, se organiza y actu.1 de 
acuerdo con los pnnc1p10~ de s1mphcidad, clandad )' 
proximidad a los cmdadanos, coordinación, ehcacia, 
eficiencia. rac1onahzac1ón )' agilidad de los pr0<:edi­
m1entos adm1111strauvos y de las actividades materia­
les de gesuón ,y cooperación y coordmauon con las 
otras Admm1strauones pubhc.15, debiendo asegurar a 
los ciudadano> la efecll\1dad de sus derechos--emrc 
ellos, claro está, el que comentamos-- cuando >e re­
lacionen con lJ m1Sma 
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